Siete funcionarios han sido asesinados este año

Por Lorena Seijo
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Fiscal Femando Mayén

Mayén erc fsoal dle Vil Nuavar, y ue asesinaclo
129 de enero del 2008, en San José Acaterroa,
utiapar L version oficial e G se fatd dl un
asatto.

Fiscal ingiid Hemdndez

Hernéindte: erat ofiialde it agencia 13 de
Deltos contrt laVicer fue asesinadtr o 11 de
marzo, en ia zona 1. supuestamente por robare
elcatir.

#hagisirado José Vidal Bardlas

Elpresidente de & Sal Regionat Mxtar de
Apelaciones de Retahuleu fue baleaddo el 8 de.
maryo, fente s casa. Barles abia levaddo
‘casos de narcotteo.

Fiscal Rudy Pineda

E1scaldistital e Chiguimsie muid por un
ataque con arma de fuego, el 19 e mayo.
Pinecle habia denunciado amenazcs por perte.
dle polcies a los que estaba vestigando.

Paiicia Guadalupe Tubin figua

Eljete de krsubestacién d Polciardle Taragoza,
Chimattenango, fue abaticto el e junio. Tobin
habiatvisto varos ases sobre panchlercs.

Policia Victor Rvera

Elemblemitico asesar de Gobemacion muris
por vaiosimpactos de bala, el 7 de cbrl

‘Guando sata de un restaurante. Lok utordades
nisiquierar 2 hat cirevido a dar hipStess sobre el




En lo que va del año, siete operadores de justicia han sido asesinados, sin que hasta el momento ninguno de los casos haya sido resuelto o se tenga certeza de cuál de sus investigaciones generó el ataque. Según organizaciones pro justicia, esos crímenes persiguen amedrentar y frenar el trabajo de funcionarios. 

Ninguna de las tres instituciones de justicia se han librado de la mano asesina del crimen organizado. Jueces, fiscales y policías han sido víctimas de ataques armados, que en algunos de los casos estuvieron precedidos de amenazas directas. 

El suceso más reciente es el que tuvo como protagonista, esta semana, al fiscal Juan Carlos Martínez, quien a pesar de que fue amenazado por integrantes del concejo de Jutiapa que fueron a prisión por favorecer al narcotraficante prófugo y alcalde electo de ese municipio, Manuel Castillo, nunca se le dio seguridad.

Martínez también investigaba el asesinato de Víctor Rivera, ex asesor de Gobernación y experto en crimen organizado, que fue asesinado el 7 de abril, sin que hasta el momento se sepa tampoco quién estuvo detrás del crimen.

La muerte de Rivera envió un mensaje claro a los operadores de justicia que estaban teniendo un papel destacado en las investigaciones: bajen su perfil.

Para la Fundación Myrna Mack, que envió un informe especial sobre el incremento de muertes de operadores de justicia al relator de la ONU, hay violencia selectiva contra funcionarios que conocen casos de alto impacto. 

El informe detalla que existe un ambiente de terror en la administración de justicia, particularmente en las instancias donde se llevan casos contra el Ejército durante el conflicto armado, por el crimen organizado en la actualidad o procesos en los que se podría desvelar la participación directa o indirecta de algún funcionario.
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£n Io que v del afio, en el Orgarismo
Juddcial han Sdo reporiades mis de 4
‘casos de amenauas, piincipaimente corrr
jueces de Faz. El Miiterio Fibico, por i
ladto,fiene regstads 19 amenauas contr
Hisoates.

Eduardo Cojubn, juez Lindécimo de
Instencict Percl, quien recopl testimonios
de sobreviientes del genocidio e
Guateraka, fue amengdo en mayo.

Lot mayor parte de las amenazs se don
Vi teleforioa o son cnénimas, part
impedir que ki viefima fengal o
perora @  quién  denncir.

Lo autoridacies aconsefan haosr piblioas
I amencazs, pora poder fomar medldas,
pero en la mayor de los casos los
opercdlores e jusics no  rechen
proteccién.





Además, se ha generado mucha tensión alrededor de esos casos, lo que ha originado dudas entre la población. Incluso, han desaparecido evidencias físicas de algunos de ellos.

La violencia afecta anualmente a más de cien funcionarios de la administración de justicia y abogados litigantes, pero hay fuertes evidencias de que ese problema se ha reactivado en los últimos seis meses, concluye el informe.
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Eduardo Cojulún, juez Undécimo, denunció amenazas tras tomar declaración a testigos de genocidio. 







